
La preocupación por la calidad de la ense-
ñanza universitaria ha generado la necesi-
dad de introducir algunos cambios en el
sistema tradicional de la financiación uni-
versitaria. Esto ha implicado, no sólo que
las Administraciones autonómicas bus-
quen aumentar la eficacia y eficiencia con
la que se gestionan los recursos públicos
dedicados a la educación universitaria,
sino que también ha hecho reflexionar a
la Administración Central en la necesidad
de potenciar una educación superior de
calidad que se acerque a los requerimien-
tos de esta nueva sociedad e integre la
calidad como componente estratégico en

la búsqueda de la mejora de la enseñanza
universitaria.

En este contexto, el presente artículo
se centra en la financiación universitaria
autonómica y su vinculación con la calidad
de las universidades públicas, defendiendo
que el apoyo público a la educación supe-
rior sigue siendo esencial para asegurar la
consecución equilibrada de los objetivos
educativos y sociales. El artículo se estruc-
tura en tres grandes apartados: en primer
lugar, se describen aquellos aspectos más
importantes que configuran la situación
actual de la educación universitaria en
nuestro país. En segundo lugar, se trata
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específicamente la financiación autonómi-
ca de las universidades públicas y su vin-
culación reciente con fórmulas que tengan
en cuenta la calidad universitaria. Final-
mente, se repasan las diversas estrategias
financieras en busca de la calidad llevadas
a cabo en las comunidades autónomas,
con especial referencia al caso de los con-
tratos-programa. El artículo se cierra con
unas reflexiones finales.

EL CONTEXTO ACTUAL
DE LA EDUCACIÓN UNIVERSITARIA
EN ESPAÑA

La situación actual de la educación univer-
sitaria en España se caracteriza por diver-
sos rasgos, algunos de ellos históricos,
otros estructurales y, finalmente, algunos
debidos a las últimas reformas que han
tenido lugar. Dentro de ellos, es muy ele-
vado el número de características que afec-
ta al sistema universitario, pero podemos
convenir los siguientes aspectos:

� Crecimiento del sistema universita-
rio. Los sistemas de educación supe-
rior en la mayoría de los países occi-
dentales han experimentado una
expansión vertiginosa a partir de la
década de los cincuenta. Esta expan-
sión ha tenido lugar posteriormente
en España, donde el volumen de
matrículas pasó de 170.602 alumnos
en el curso 1959-60 a 1.583.297 en el
curso 1998-99 (Informe Universidad
2000). Esto es, en cuatro décadas
sus efectivos se han multiplicado por
más de nueve. El anterior crecimien-
to es similar al del resto de países
más desarrollados. No obstante, este
incremento no ha sido sostenido en

el tiempo y se experimentó una
ralentización en la década de los
setenta, volviendo a retomar un cre-
cimiento expansivo en los ochenta.
Así, en España, el número de estu-
diantes matriculados se duplicó
entre el curso 1984-85 y 1998-99,
pasando de 788.168 a 1.583.297, con
una tasa de variación anual media
de 4,5% de los estudiantes de nuevo
ingreso, según este mismo Informe1.
Además, desde 1984 se han creado
32 universidades nuevas (19 públi-
cas, 12 privadas y la Universidad
Internacional de Andalucía). Asimis-
mo, han surgido nuevas titulaciones
y se han desarrollado nuevas áreas
de conocimiento que responden a
los avances tecnológicos desarrolla-
dos en fechas recientes.

� Restricción de recursos financieros.
Esta circunstancia es un problema
que afecta de manera creciente a la
gran mayoría de los países de nues-
tro entorno. Incluso en los países de
la OCDE ya no existe la bonanza de
tiempos pasados. El caso de Japón
es el más claro pero también lo ante-
rior es aplicable a Canadá y un buen
número de países de Europa occi-
dental, como por ejemplo, Francia y
Alemania. En el caso de España2, el
gasto total del sector público y pri-
vado en instituciones de enseñanza
superior como porcentaje del PIB

pasó del 0,6% en 1985 al 1,1% en
1995. En el mismo periodo, la media
de los países de la OCDE fue de 1,2%
y 1,3%, respectivamente (Informe
Universidad 2000). Sin embargo, en
España, se ha venido constatando
una disminución del porcentaje del
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(1) Como señala el Informe Universidad 2000, el crecimiento de la población universitaria en el futuro es
incierto. Es muy probable que el número de estudiantes de perfil tradicional descienda como consecuencia de
la evolución demográfica prevista. Sin embargo, esta tendencia podría verse contrarrestada, en parte, por po-
blación adulta y la formación continua.

(2) Véase Calero (2003).



PIB destinado a este gasto. Así en
1998, el porcentaje fue de 0,96% del
PIB y, en el año 2000, había bajado al
0,84% del PIB3. A través de estas
cifras se puede constatar que, en
España, el porcentaje destinado a
educación superior ha sido, por un
lado, inferior a la media de los paí-
ses de la OCDE, y por otro, que, a
pesar del incremento observado
entre 1985 y 1995, la tendencia de
los últimos años ha sido la disminu-
ción de recursos.

� Financiación básicamente pública.
En el caso de las universidades
públicas, aproximadamente el 80%
de su financiación procede de los
presupuestos públicos y, en última
instancia, de los impuestos que
pagan los contribuyentes (Arasa,
2001). Por tanto, debe garantizarse
que los recursos destinados a la edu-
cación universitaria se empleen de
la manera más eficiente posible,
lográndose la máxima calidad. Este
argumento se refuerza aún más si se
consideran las limitaciones en el
gasto público a las que nuestro país
se ve sometido como consecuencia
del cumplimiento del objetivo de
estabilidad presupuestaria, derivado
de las políticas presupuestarias dise-
ñadas en el Tratado de Maastrich.
Por tanto, la eficiencia en el reparto
de los fondos públicos y la obten-
ción del máximo rendimiento posi-
ble en el uso de los recursos se pre-
senta en la actualidad como una exi-
gencia imprescindible.

� Cambios en el contexto nacional.
Una de las consecuencias de la
aprobación de la Constitución Espa-
ñola en 1978 fue el establecimiento

de un Estado descentralizado. El
cambio en la distribución de compe-
tencias entre la Administración cen-
tral y las comunidades autónomas
representó una modificación sustan-
cial en el marco de referencia de la
financiación de las universidades
españolas. Hasta 1985, todas las uni-
versidades públicas eran financiadas
por el Gobierno central. A partir de
esta fecha, se inicia el proceso de
descentralización educativa en
materia de universidades que culmi-
nará nueve años después4.

� Cambios en el contexto europeo. La
enseñanza universitaria en España
ha reconocido y asimilado la necesi-
dad de promover cambios en el sis-
tema de educación superior deriva-
dos de las nuevas normativas euro-
peas (Declaración de Bolonia, 1999).
Con la creación del «espacio euro-
peo de educación superior» se está
demandando una profunda reorga-
nización y una mayor armonización
de los sistemas europeos de educa-
ción superior y, consecuentemente,
una mejora de la eficacia del sistema
universitario. Además, la Declara-
ción de Bolonia especifica que los
sistemas de educación superior
deberían incrementar: la comparabi-
lidad, la compatibilidad, la transpa-
rencia y la flexibilidad. Ante esta
nueva encrucijada, ha surgido un
incremento de las expectativas de la
sociedad respecto a la actuación y
los servicios de las universidades
públicas y una mayor exigencia por
parte de los diferentes usuarios de
dichos servicios.

� Cambios en la orientación de la
valoración social. La sociedad ha
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Universidad Nacional de Educación a Distancia (UNED) y la Universidad Internacional Menéndez Pelayo (UIMP),
que continúan dependiendo del Ministerio de Educación, Cultura y Deportes (MECD).



experimentado cambios en sus valo-
res; hoy se enfatizan valores como la
calidad y la excelencia investigado-
ra, la competencia, la responsabili-
dad pública, la transparencia y la efi-
ciencia. El usuario de este servicio
asume su papel de «cliente» y exige
bienes y servicios de calidad, inclu-
yendo una educación superior que
satisfaga sus expectativas. Existe una
creciente presión social sobre la cali-
dad de los servicios universitarios:
docencia, investigación, etc. Los
cambios y transformaciones del
entorno de la enseñanza universita-
ria repercuten de manera directa en
los sistemas de gestión, dirección,
evaluación y organización de las ins-
tituciones de educación superior.

� Creciente preocupación por la cali-
dad. Ligada al argumento anterior,
esta preocupación comienza a surgir
a través de actuaciones coordinadas
por distintas instituciones y organis-
mos públicos cuyo fin es la búsque-
da de la calidad en la docencia, en la
investigación y en la gestión del sis-
tema universitario. Buena prueba de
ello son las numerosas actividades
puestas en marcha para evaluar la
calidad universitaria5: el Programa
Experimental de Evaluación (Pro-
grama ESMU, 1992-94); el Proyecto
Piloto Europeo de Evaluación de la
Enseñanza (1994-95); los procesos
de evaluación interna y externa que
se están llevando a cabo en el marco
del Plan Nacional de Evaluación de
la Calidad de las Universidades (PNE-
CU, 1995) y del II Plan de la Calidad
de las Universidades (PCU, 2001); y
los programas de evaluación institu-

cional de la ANECA, como por ejem-
plo, la evaluación de los programas
de doctorado para la obtención de la
mención de calidad.

CAMBIOS EN LOS MODELOS
DE FINANCIACIÓN UNIVERSITARIA
TRAS EL PROCESO DE
DESCENTRALIZACIÓN TERRITORIAL

Teniendo en cuenta el panorama de la edu-
cación universitaria en España definido en
el apartado anterior6, la hipótesis de parti-
da que se plantea en este artículo es la
necesidad de propender al cambio en algu-
nos aspectos del sistema de financiación
por parte de las comunidades autónomas y
tender hacia la obtención de una buena
parte de los recursos en función de los
objetivos prefijados y los resultados obteni-
dos. De forma resumida, la orientación que
se ha querido dar al presente artículo que-
daría recogida en la siguiente afirmación:

En épocas recientes, se ha argumentado
que los sistemas públicos se beneficiarían
de la introducción de esquemas de incenti-
vos que favorecieran una mejora de la efi-
ciencia y la calidad de las actividades uni-
versitarias

(Informe Universidad 2000, p. 287)

Según la tradición heredada de la situa-
ción anterior a la transferencia de las com-
petencias en enseñanza universitaria a las
comunidades autónomas, existían dos
grandes grupos de subvenciones públicas
en el modelo de financiación centralizado:
las subvenciones públicas para gastos de
carácter corriente y las subvenciones para
gastos públicos de inversión. Las primeras
consistían en una subvención general bási-
ca7 que se establecía en función de los
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(5) Véase Mora (2003).
(6) Debe tenerse en cuenta que a partir de este apartado lo expuesto sólo tiene vigencia para la Universi-

dades públicas.
(7) Esta subvención denominada comúnmente «subvención nominativa» tiene un fuerte peso de la finan-

ciación del personal (docente y no docente).



inputs (profesores, número de alumnos
matriculados, titulaciones, etc.). Las segun-
das se solían plasmar en un plan plurianual
de inversiones a medio plazo, el cual, nor-
malmente como máximo, solía ser quin-
quenal y cuyos fondos se asignaban según
diversos criterios: nivel de infraestructuras
existente, necesidades de nuevas instala-
ciones (edificios) y nuevos equipamientos
(bibliotecas, centros de cálculo, redes
informativas y sistemas de información),
inversión de reposición, etc.

Tras el proceso de descentralización
territorial a todas las comunidades autóno-
mas8, los distintos gobiernos regionales,
guiados por la cercanía de la responsabili-
dad y acuciados por la demanda de las
propias universidades, han puesto en fun-
cionamiento modelos propios de financia-
ción universitaria. Inicialmente, como han
señalado numerosos autores9, se trataba de
sistemas de financiación incrementalistas,
recibiendo las universidades de sus respec-
tivos territorios aumentos sobre los fondos
que antes recibían de la Administración
central, acompañados de ambiciosos pla-
nes de inversiones en algunas regiones.

Sin embargo, en los últimos años, estas
subvenciones entre las distintas Adminis-
traciones públicas educativas y las universi-
dades han empezado a fracturarse y la
introducción de fórmulas o mecanismos
que tengan en cuenta la calidad es cada
vez más frecuente. El modelo de la Comu-
nidad Valenciana, diseñado en 1994, ha
sido pionero en esta línea y ha servido de
guía como iniciación a esta nueva tenden-
cia de mejora de la calidad y la eficiencia
en la distribución de la financiación públi-
ca de las universidades. En el límite, hay
gobiernos regionales que han canalizado
toda la financiación autonómica de sus
universidades públicas a través de la figura

de los contratos-programa, como es el caso
de Canarias.

El factor más evidente que ha incitado
esta transformación es la limitación presu-
puestaria de los gobiernos regionales ante
la demanda creciente de costes de los sis-
temas de enseñanza universitaria. En el
pasado, cuando este nivel educativo aten-
día a un porcentaje muy reducido de la
población, era posible suponer por parte
del Gobierno central que los recursos para
la educación universitaria seguirían exis-
tiendo, y que las universidades podrían
continuar sin preocuparse por la eficiencia
en el uso de los recursos o de la recupera-
ción de los costes. Actualmente, los
Gobiernos regionales cuentan con mayo-
res competencias de gasto y saben que un
mayor aprovechamiento de recursos en la
educación universitaria supondrá, por
ejemplo, más fondos para destinar a otros
niveles educativos, a la sanidad o a otras
políticas públicas.

Así, en relación con los mecanismos de
asignación de recursos públicos a las uni-
versidades, las Administraciones educativas
autonómicas están desarrollando cambios e
introduciendo nuevos procesos con el fin
de mejorar la eficiencia en el uso de los fon-
dos e incentivar la eficacia. Algunos de estos
mecanismos son los siguientes: modelos de
reparto de la financiación para proporcionar
estabilidad financiera a las instituciones,
además de introducir factores para promo-
ver la calidad de las mismas; contratos-pro-
grama entre las universidades y las Adminis-
traciones educativas autonómicas, mediante
acuerdos para el cumplimiento de unos
determinados objetivos de calidad y eficien-
cia; fondos especiales para financiar directa-
mente programas específicos cuyos objeti-
vos sean la mejora de la calidad; y fondos
asignados por las universidades en procesos
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(8) Cataluña (1985), País Vasco (1985), Comunidad Valenciana (1985), Andalucía (1986), Canarias (1986),
Galicia (1987) y Navarra (1990), Madrid (1995), Castilla-León (1995), Extremadura (1995), Murcia (1995), Astu-
rias (1995), La Rioja (1996), Aragón (1996), Cantabria (1996), Castilla-La Mancha (1996) y Baleares (1997).

(9) Entre otros, Mora y Villarreal (1995), San Segundo (1997) y Pérez Esparrells y Salinas (1998).



competitivos, principalmente, destinados a
proyectos de investigación.

Aunque el mapa de sistemas de finan-
ciación universitaria regionales es muy
variopinto y está poco sistematizado en
algunas comunidades autónomas, el objeti-
vo último de los distintos diseños de repar-
to de la financiación es triple10: diversifica-
ción de fuentes y especialización de las
universidades; competitividad y calidad;
coordinación y gestión eficaz. Dentro de
estas metas, en los últimos años, parece
evidente que se ha impulsado un sistema
de financiación pública de las universida-
des que facilite la competencia entre ellas y
premie la calidad y la excelencia. 

En este sentido, el vínculo entre cali-
dad de la enseñanza universitaria y su
financiación se establece a través de nue-
vas fórmulas financieras, explícitas para las
universidades por parte de los gobiernos
regionales, que incorporan incentivos a la
calidad y a la competencia entre las univer-
sidades públicas. Este vínculo se ha esta-
blecido, incluido bien directamente como
una parte de los propios modelos de finan-
ciación, bien a través de financiación por
contratos-programa, como se verá en el
siguiente apartado.

ALGUNAS EXPERIENCIAS DE BÚSQUEDA
DE LA CALIDAD UNIVERSITARIA
DESARROLLADAS EN LAS
COMUNIDADES AUTÓNOMAS

Sin ánimo de hacer ninguna clasificación, las
comunidades autónomas pueden dividirse

entre: aquéllas que reparten una parte de
su financiación dentro del propio modelo
con criterios de cumplimiento de unos
determinados objetivos, como sucede con
la Comunidad Valenciana o Andalucía,
entre otras; y las comunidades autónomas
que establecen diferentes contratos-pro-
grama entre el gobierno regional (Admi-
nistraciones educativas autonómicas) y las
distintas universidades públicas de su terri-
torio, por ejemplo, los casos de Canarias y
Cataluña. A continuación, se resumen las
distintas experiencias autonómicas, pres-
tándose mayor atención a las principales
variables que ligan la financiación autonó-
mica de las universidades públicas con la
calidad universitaria, con especial referen-
cia al mecanismo de los contratos-progra-
ma.

La principal característica del modelo
valenciano es que se trata de uno de los
primeros sistemas de financiación universi-
taria autonómicos que detalla explícita-
mente las variables que se utilizan en el
cálculo del reparto de la financiación a las
universidades públicas de su territorio. En
el modelo diseñado inicialmente en 199411

se distinguían tres vías básicas de financia-
ción: una subvención global no condicio-
nada de financiación básica12; una subven-
ción ligada a la consecución de distintos
objetivos13 y una subvención condicionada
vinculada a programas específicos de
mejora de la calidad.

Con respecto al último grupo de sub-
venciones, que es el que se destaca por
tener en cuenta la calidad, entre las varia-
bles iniciales del plan plurianual para la
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(10) El Informe sobre la financiación universitaria elaborado por el Consejo de Universidades (1995) se-
ñalaba estos mismos criterios de partida.

(11) Este modelo ha sido sucesivamente alterado, si bien la esencia del mismo se plantea desde su origen.
(12) La financiación básica de los gastos corrientes de una universidad se establece en función de los cos-

tes en los que esta institución incurre con el fin de impartir una docencia de calidad y realizar la investigación
básica del personal docente, así como la determinación del número máximo de alumnos financiables a través
de esta subvención pública.

(13) El sistema considera tres objetivos diferentes: el modelo premia a aquellas universidades que se
esfuercen por adaptar la oferta de titulaciones a la demanda de los estudiantes; el sistema penaliza a aquellas
titulaciones que se mantengan con una demanda por debajo de la fijada en la estructura de costes; y el modelo
establece una financiación extra con el objetivo de fomentar en bilingüismo.



financiación del sistema universitario
valenciano 1994-98, se recogían las
siguientes: programas de tercer ciclo que
demuestren un alto grado de calidad y
demanda; programas de investigación;
programas de innovación educativa; pro-
gramas de atención al alumnado, que se
financiaban mediante contratos-programa
plurianuales y programas de servicios a la
sociedad, tales como teatros, actividades
culturales, etc., también financiados a tra-
vés de contratos-programa (Mora y Villa-
rreal, 1995).

El modelo de financiación de las uni-
versidades públicas de Castilla y León dife-
rencia tres tramos de financiación: el auto-
mático, el competitivo y el específico para
algunas actuaciones. En cada tramo se dis-
tinguen un conjunto de instrumentos, cada
uno de los cuales tiene una finalidad dis-
tinta y un procedimiento de cálculo dife-
rente. A su vez, cada instrumento contem-
pla los cinco tipos de funciones que inte-
gran el conjunto de actividades que des-
arrollan las instituciones universitarias
(enseñanza, investigación, servicios, admi-
nistración e infraestructuras). El segundo
tramo incluye instrumentos de tipo compe-
titivo, con la finalidad de incentivar com-
portamientos de las instituciones encami-
nados a mejorar la calidad y la eficiencia.
Los recursos obtenidos por esta vía compe-
titiva se obtienen a través de convocatorias
públicas sobre las siguientes actividades:
programas de mejora de la calidad y la efi-
ciencia, como por ejemplo, programas de
tercer ciclo y master, programas de mejora
de la gestión, programas de aplicación de
nuevas tecnologías, etc.; y subvenciones

graduadas unidas a nuevos servicios y con-
vocatorias de investigación, de forma que
las universidades reciben una mayor pro-
porción de fondos condicionados a su par-
ticipación en convocatorias de investiga-
ción.

El modelo de financiación universita-
ria en la región de Murcia14 se basa en un
plan consensuado por las Universidades y
que diferencia entre financiación básica15,
financiación complementaria basada en el
cumplimiento de objetivos de calidad y
financiación de inversiones nuevas a tra-
vés de convenios16. En relación con la
financiación complementaria, ésta viene
determinada por el cumplimiento de obje-
tivos de calidad (docentes, de investiga-
ción y gestión) pactados con las universi-
dades mediante contratos-programa, que
suponen todavía un porcentaje residual
sobre el montante global de la financia-
ción básica.

El gobierno andaluz ha diseñado y
consensuado con las universidades públi-
cas andaluzas un modelo de financiación
del sistema universitario que garantice,
entre otros objetivos, una financiación que,
además de ser suficiente, se aplique de for-
ma que se alcancen los niveles óptimos de
eficiencia en el gasto público, y que gene-
re suficientes incentivos para que la activi-
dad universitaria se desenvuelva en condi-
ciones de excelencia y gran calidad. Así, el
sistema de financiación de las Universida-
des andaluzas para el período 2002-06 esta
formado por tres grandes componentes:
financiación ordinaria, para cubrir las ope-
raciones corrientes; financiación de inver-
siones, destinada a financiar la creación o
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(14) Para una descripción detallada del modelo, véase Egea, Mula y Tobarra, 2001.
(15) La financiación básica se caracteriza por estar basada en costes, estableciéndose módulos mínimos de

calidad en función de determinados indicadores: tamaño de grupos, carga lectiva del profesorado y grado de
experimentalidad de las titulaciones. Igualmente, se garantizan unos recursos mínimos para cada una de las titu-
laciones.

(16) El modelo contempla la financiación de inversiones nuevas en cada una de las universidades de la
región (Universidad de Murcia y Universidad Politécnica de Cartagena), fijadas previamente en un plan plurianual.
Esta financiación da prioridad a las cofinanciadas por los fondos FEDER, es pactada a través de convenios entre
las Universidades y la Administración regional y se basa en necesidades objetivas.



mantenimiento de infraestructuras17; y
financiación de la investigación, que se
dedica a la promoción y el desarrollo de la
actividad investigadora que se lleva a cabo
en las universidades públicas andaluzas y
que se incorpora en los capítulos corres-
pondientes del III Plan Andaluz de Investi-
gación18. La financiación de las universida-
des, incluida la Universidad Internacional
de Andalucía, quedará dividida en un 90%
de financiación incondicionada y un 10%
afectada a resultados.

El primer contrato-programa estableci-
do en el ámbito universitario entre una
comunidad autónoma y las universidades
públicas fue el constituido entre el Gobier-
no canario y la universidades ubicadas en
esta comunidad autónoma �la Universidad
de La Laguna y la Universidad de Las Pal-
mas de Gran Canaria� y estuvo vigente
desde el 1 de enero de 1996 hasta el 31 de
diciembre de 1998. En dicho contrato-pro-
grama, se estableció una planificación de
plantillas y se fijaron las titulaciones autori-
zadas para el período19. En este primer
contrato-programa se recogían un conjunto
de acciones a realizar que condicionaban
la financiación en función, entre otras, de
las siguientes variables: calidad de la

docencia universitaria, investigación, con-
trol financiero a través de auditorias perió-
dicas de gestión, financieras y de segui-
miento del contrato-programa y mejora del
nivel de información. 

Actualmente, se encuentra vigente el
segundo contrato-programa 2001-04 esta-
blecido con ambas universidades de forma
independiente. Estos contratos continúan
en la misma línea de establecer una mayor
transparencia, fijando unas reglas claras de
financiación a las universidades y posibili-
tándoles una planificación a medio plazo.
Los objetivos son definidos en los siguientes
tres ámbitos (Lobo y Alámo, 2002): general,
estratégico y financiero. En el ámbito gene-
ral, se pretende incrementar la financiación
ligada al cumplimiento de objetivos e incre-
mentar la aportación de la financiación pro-
pia de la universidad. El ámbito estratégico
busca potenciar la calidad básica y la efi-
ciencia y fomentar la calidad del personal y
la organización. El ámbito financiero está
planteado desde una triple perspectiva: la
primera se relaciona con la estructura
financiera ya que lo que se pretende con-
seguir una adecuada estructura de las fuen-
tes de financiación20; la segunda se relacio-
na con la eficiencia, en el sentido que se

312

(17) Esta financiación se contempla de forma específica en el vigente II Plan Plurianual de Inversiones
(2001-05).

(18) Los indicadores y, por tanto, las actividades que se incorporan en los Planes operativos de mejora de
la calidad, hacen referencia a varios de los siguientes aspectos (Egea, Mula y Tobarra, 2001): mejora del rendi-
miento académico, mejora de la inserción de los egresados, mejora de la evaluación de la docencia, reducción
de la masificación, mejora en la adaptación de la oferta de estudios a la demanda, mejora en grupos de investi-
gación de excelencia, mejora de los resultados en investigación, mejora en transferencia de resultados de I+D,
mejora de los estudios de postgrado y del rendimiento académico en los mismos, mejora de las técnicas de
dirección, mejora en las relaciones de la Universidad con la sociedad, mejora en los sistemas de presupuesta-
ción y en el grado de cumplimiento presupuestario.

(19) Establecido al amparo de la Ley 6/1995 de Plantillas y Titulaciones universitarias, con la que se pre-
tendía realizar una nueva planificación plurianual que permitiera garantizar la calidad del sistema y adecuar la
oferta de titulaciones a la demanda.

(20) Para la consecución de los objetivos financieros se considera el conjunto de fuentes de financiación del
sistema universitario, como son: presupuestos ordinarios de gasto de la comunidad, precios por prestación de
servicios académicos, obtención de ingresos en el sistema (venta de contratos, patentes, etc.), presupuestos adi-
cionales para financiar el crecimiento del sistema y los destinados a formación del capital público, ingresos aso-
ciados a las inversiones y retornos de la explotación del patrimonio, así como otras fuentes de financiación
coyunturalmente disponibles. De esta forma, la planificación de los recursos financieros que establece el contra-
to-programa no atañe exclusivamente a los fondos procedentes de la Administración, sino también al resto de las
fuentes financieras de las que dispone la Universidad (la aportación de las familias y otros agentes privados).



persigue la mejora de la eficiencia en el uso
de los recursos por parte de la universidad;
y, la tercera, guarda relación con la partici-
pación, pues se trata de estimular la partici-
pación de la sociedad en los grandes pro-
gramas de inversiones universitarias y en
aquellos otros en los que esta participación
sea posible (Martín Rivero, 2001).

Desde 1994, la Universidad Politécnica
de Cataluña (UPC) viene desarrollando un
proceso de planificación estratégica y
mejora de la calidad21. Uno de los logros
principales de este proceso consistió en la
firma de un contrato-programa entre la
Generalitat de Cataluña y la UPC para el
período 1997-00. Este primer contrato-pro-
grama determinaba, de común acuerdo, los
objetivos y finalidades que perseguía la UPC

en este período y establecía un nuevo
modelo de relación y financiación de la ins-
titución universitaria basado en el cumpli-
miento de objetivos de calidad al servicio
de la sociedad. Actualmente, está en mar-
cha el segundo contrato-programa para el
cuatrienio 2002-05 en el marco de la políti-
ca universitaria y científica y de acuerdo
con la legislación vigente en esta materia
en Cataluña. Este segundo contrato-progra-
ma forma parte de plan de financiación
plurianual, el modelo de distribución de la
financiación de las universidades públicas
catalanas, que se concreta anualmente,
aunque con un período de cuatro años
(2002-05). El rediseño del contrato-progra-
ma se ha efectuado sobre la base de cuatro
ejes estratégicos: dar respuesta a las necesi-
dades y demandas sociales, aumentando
los estándares de calidad y excelencia;
aumentar la implicación con la sociedad y
las instituciones, y también las relaciones
con la comunidad tecnológica y científica;
mejorar la calidad de vida de la comunidad
universitaria y su identificación con los
objetivos de la UPC; e incrementar la eficacia
de la organización interna. Para ello, se han
seleccionado 10 objetivos y 32 indicadores.

Estos objetivos, indicadores y compromi-
sos que recoge el contrato-programa pue-
den ser revisados anualmente según los
resultados de la evolución y la programa-
ción universitaria.

Además de la experiencia más desarro-
llada de la Universidad Politécnica, se
encuentran vigentes otros contratos-pro-
gramas que tienden a la convergencia con
los objetivos planteados en el Documento
Bases per a l´elaboració de contractes-pro-
grama amb les Universitatats catalanes, en
el marco de un nuevo modelo de distribu-
ción de la financiación da las Universida-
des públicas. Entre ellos, se pueden desta-
car el acordado con la Universidad de Bar-
celona (1999-2002) y el de la Universitat
Rovira i Virgili (2000-2002). Los objetivos
propuestos, en general, están relacionados
con la mejora de la calidad docente y el
rendimiento académico de los alumnos,
con el incremento de la actividad y de la
calidad investigadora, con el estableci-
miento de una mayor vinculación entre las
universidades y la sociedad, con el impul-
so del catalán en la vida universitaria, con
la implantación de organización eficaz y
flexible y con la mejora de la inserción
laboral de sus titulados universitarios.

A diferencia del resto de contratos-
programa comentados anteriormente, el
contrato-programa marco firmado por la
Comunidad de Madrid y las seis universi-
dades públicas establecidas en esta región
para el periodo 2001-05 presenta la pecu-
liaridad de que se trata de un modelo de
financiación global. De hecho, este plan
de financiación universitaria ha sido idea-
do para solucionar el grave problema de
insuficiencia financiera que las universida-
des madrileñas (principalmente las más
antiguas) habían arrastrado desde 1995,
año en el que se realizaron las transferen-
cias de educación universitaria desde la
Administración central a la Comunidad de
Madrid.
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(21) Véase Vilalta (2001).



Además, se ha articulado un plan plu-
rianual de inversiones para el período 1998-
02 y un nuevo programa específico de
inversión para el trienio 2003-05, en coope-
ración con los correspondientes Fondos
Europeos. Además, cada universidad ha fir-
mado un contrato-programa con la Admi-
nistración de la Comunidad de Madrid.
Estos contratos-programa son los encarga-
dos de ejecutar el plan plurianual de inver-
siones y, en concreto, son el instrumento de
gestión de las dotaciones económicas que
tienen como destino la formación del capi-
tal público aplicado a la enseñanza superior
en la Comunidad de Madrid para el cumpli-
miento de los siguientes objetivos genera-
les: conseguir una adecuada planificación
de la evolución del sistema universitario en
la comunidad, como expresión de las nece-
sidades sociales a medio y largo plazo;
implantar con carácter general la progra-
mación plurianual, permitiendo atender a
los objetivos específicos de desarrollo de
calidad y de ajuste de la oferta a la deman-
da del sistema universitario; y conseguir un
adecuado mantenimiento del patrimonio
público destinado a la enseñanza superior
lo que redundará en la mejora de los ratios
de calidad del sistema y en el aprecio social
de sus instituciones educativas.

En conclusión, si se comparan las dis-
tintas fórmulas que establecen un vínculo
entre la financiación y el logro de objetivos
relacionados con la calidad, se observa que
la gran mayoría responde a acciones muy
similares. Entre estas destaca, por un lado,
que los modelos que basan una parte de su
financiación atendiendo a la calidad y la
eficiencia del sistema, limitan la misma a un
porcentaje que no supera el 15% del mon-
to global de financiación. Por otro lado,
cuando se posibilita a las propias Universi-
dades obtener recursos directamente a tra-
vés de contratos-programa, se trata de fon-
dos adicionales que suponen un porcenta-
je de aproximadamente entre el 10% y el
12% de la financiación que recibe la uni-
versidad condicionada al cumplimiento de

determinados objetivos establecidos en el
propio contrato-programa o similares
mecanismos (Pérez Esparrells, Rahona y
Vaquero, 2002).

CONCLUSIONES

La finalidad de este artículo ha sido refle-
xionar sobre la necesidad imperante de
establecer modelos de financiación ligados
a la calidad para las universidades públicas.
Estamos convencidos de que el arraigo de
la calidad en el entorno territorial, nacional
e internacional no encontrará su concreción
a menos que tengan lugar algunos cambios
sustanciales en la propia financiación uni-
versitaria. Para ello, tras la revisión de algu-
nas experiencias emprendidas por las
comunidades autónomas, se puede afirmar
que la preocupación por la calidad ha tras-
cendido a los esquemas de incentivos en la
financiación autonómica de las universida-
des públicas, esquemas que buscan la cali-
dad en la enseñanza universitaria. Si bien, a
nuestro modo de ver, la presencia de la cali-
dad en la financiación universitaria pública
se encuentra en un estado inicial que debe-
rá desarrollarse en un futuro inmediato.

Todo ello nos ha servido de guía para
centrarnos en los distintos mecanismos
aplicados por las comunidades autónomas
para acercar la financiación pública a la
calidad de las universidades públicas de su
territorio. Así, dentro de los distintos tipos
de subvenciones públicas habitualmente
utilizadas en el sistema público de finan-
ciación universitario español, nos hemos
centrado en algunas comunidades autóno-
mas y en las subvenciones públicas ligadas
a objetivos de calidad. Los recursos recibi-
dos a través de este mecanismo son una
muestra concreta de la intención de ligar la
financiación al logro de resultados, y por
consiguiente, de la búsqueda de la excelen-
cia, la calidad y el establecimiento de una
cierta competencia entre las instituciones
universitarias españolas. No obstante, cabe
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destacar que este mecanismo se encuentra
en un proceso incipiente de desarrollo, y
por lo tanto, es todavía muy pronto para
evaluar resultados.

Así, todas las comunidades autónomas,
en mayor o menor medida, han puesto en
marcha sistemas de financiación que ligan
una parte de los recursos financieros al
logro de ciertos objetivos previamente defi-
nidos. Los resultados han sido variados,
puesto que se han establecido objetivos
que obedecían a las distintas realidades,
tanto de cada universidad, como de la
comunidad autónoma a la cual pertenecen.
No obstante, han servido para otorgar
mayor transparencia acerca del destino de
las subvenciones públicas recibidas por las
universidades. Otro logro ha sido el de
establecer un marco más estable de finan-
ciación a través de una planificación a
medio plazo que contempla el cumpli-
miento de ciertos objetivos, comprome-
tiendo para ello los recursos necesarios. Al
mismo tiempo, en el activo de estas medi-
das hay que computar: el haber promovido
e incentivado el incremento de recursos
provenientes de otras fuentes de financia-
ción; el haber mejorado la calidad de la
enseñanza; el haber respondido a las
demandas de la ciudadanía; y el haber
avanzado en la eficacia de la gestión insti-
tucional, entre otros. La intuición hace pen-
sar que se han obtenido resultados positi-
vos en todas las comunidades autónomas
que los han puesto en marcha, lo cual, sin
duda, será perfeccionado en el futuro
como consecuencia del aprendizaje y de la
evaluación de los resultados.

Además, después de unos años de
rodaje de estas fórmulas o mecanismos,
como puede haber diferencias entre CC.AA.

excesivamente relevantes en su concep-
ción de la calidad, podría ser el momento
oportuno de que se establecieran criterios
y variables que, como señala la LOU en su
disposición adicional octava, «puedan ser-
vir de estándar para la elaboración de
modelos de financiación por los poderes

públicos, en el ámbito de sus competen-
cias», esto es, respetando la autonomía de
las comunidades autónomas y la propia
autonomía universitaria. Simultáneamente,
se podría crear una Comisión Interuniversi-
taria para la Calidad, en la que las CC.AA.

intercambiaran sus experiencias y se fijaran
las líneas de actuación para vincular cali-
dad y financiación.

A pesar de lo anterior, creemos que
todavía sigue pendiente profundizar en la
tarea de ligar la financiación de las univer-
sidades públicas al logro de resultados de
calidad en las distintas comunidades autó-
nomas. Por ello, se anima desde aquí a
todos los gobiernos regionales a poner en
marcha modelos de financiación que, por
un lado, logren una mayor transparencia
en la asignación de los recursos, y por otro,
condicionen una parte de la financiación a
la mejora de la calidad y eficiencia de la
gestión universitaria. Y es que este crecien-
te interés por la calidad del servicio supon-
drá, en un futuro muy próximo, un paso
muy importante para la modernización del
sistema universitario español, que tiene
ante si el reto de la convergencia real con
el nuevo entorno europeo derivado de la
Convención de Bolonia (1999).
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